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///mes, 09 de septiembre de 2011.- 

AUTOS Y VISTOS: éste expediente N° 21/09, caratulado: 

“ACUMAR s/ ORDENAMIENTO TERRITORIAL” de los autos 

principales Nº 01/09, caratulado: “MENDOZA, Beatriz Silvia y ots. c/ 

ESTADO NACIONAL y ots. s/ EJECUCIÓN DE SENTENCIA (en autos 

Mendoza, Beatriz Silvia y ots. c/Estado Nacional y ots. s/Daños y Perjuicios; daños 

derivados de la contaminación ambiental del Río Matanza-Riachuelo)”, del Registro de la 

Secretaría Nº 9 a cargo del Dr. Pablo Ezequiel Wilk, de este Juzgado Federal de 

Primera Instancia de Quilmes. 

El estado de los presentes actuados y lo que surge de las 

distintas audiencias y expedientes relativos al objetivo de Ordenamiento 

Territorial Ambiental de la Cuenca Hídrica Matanza-Riachuelo, particularmente 

en lo que refiere a la habilitación de actividades de movimientos de suelo.- 

Y CONSIDERANDO: 

1°).- Que a través del Legajo de Actuaciones N° 01/21, 

caratulados: “Cantera La Tina – Autopista Presidente Perón”, que tramitan por 

cuerda a los presentes, se detecta la realización de actividades de movimiento de 

suelos, dentro del ámbito de la Cuenca Matanza-Riachuelo, sin las habilitaciones 

correspondientes. 

Que en razón de estas actividades contrarias a la regulación 

vigente y al medio ambiente, dentro de este ámbito particular, se han iniciado con 

anterioridad, actuaciones de características similares, pudiendo destacarse los 

autos caratulados: “RODRIGUEZ, Claudia Fabiana s/ Denuncia”, registrados 

bajo el Nº 12/09, la cual se asemeja tanto en las razones que dan lugar a la 

investigación, como en el objeto investigado y en las falencias detectadas respecto 

de la actividad. 

Que en cuanto a las falencias, no obstante las que 

corresponderá o no, endilgar a los particulares dada la responsabilidad 

empresarial (las cuales se debatirán dentro de los actuados de referencia), es fundamental 

observar las propias de los Estados condenados, en tanto los roles de control y 

prevención de daños, en la salud de las personas en particular y el ambiente en 

general.- 
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2°).- Que por ello, atento el estado de autos, cabe advertir la 

necesidad de reiterar lo dispuesto con fecha 16-09-09, en el punto II donde se 

requirió: “…a la Autoridad de Cuenca y al Sr. Gobernador, llevar adelante toda medida 

necesaria para la implementación de una Ley de Procedimiento Minero Provincial y su 

reglamentación necesaria, que de operatividad a la Guía de Transporte de Áridos, de 

conformidad a lo normado por la Ley 13.312 de esa Provincia…”. 

Que asimismo, de la certificación de avance del 23-06-10, 

surge que la ACUMAR: “…También informan respecto del avance de movimientos de 

suelos (para lo cual se instrumentaría un sistema de guía de áridos dentro de la Provincia de 

Buenos Aires), el cual tienen presente a tales efectos…”. 

En razón de ello, con fecha 07-10-10, se asentó que: 

“…atendiendo que el tiempo transcurrido desde la primera solicitud y lo expresado por la 

propia Autoridad de Cuenca, no se ha constatado con acciones positivas por parte de dicha 

Autoridad o por parte de los organismos correspondientes de la Provincia de Buenos Aires, que 

se hallen verificadas por estos estrados, corresponde reiterar la solicitud allí impetrada…”. 

Finalmente, con fecha 28-12-10, el Suscripto resuelve 

disponer sobre los diferentes puntos a considerar al momento de realizar un 

adecuado ordenamiento ambiental de la Cuenca. Allí, en el Considerando 8° 

inciso i), se ha advertido con respecto a la regulación y control en transporte de 

cargas y pasajeros, junto al ordenamiento de las vías de circulación, que: “…el 

dictado del Decreto 2090/10 por la Provincia de Buenos Aires, reglamentando la ley 13.312 e 

instituyendo en el ámbito territorial correspondiente, la obligación de contar con guía de 

transporte para sustancias minerales. Este avance en la regulación por parte del estado, afirma 

una necesidad de controlar la actividad, ante el peligro que ostenta su desconocimiento. En todo 

caso, esta necesidad no puede hallarse limitada una parcialidad del territorio, dejando el resto al 

libre albedrío de los particulares, dado que así, todo esfuerzo por dar luz a las condiciones en 

que se ejerce una actividad, se vería inocua ante la oscuridad que ofrecería otro territorio. 

Abordando otra actividad, resulta oportuno mencionar la necesidad de un control y una 

reglamentación más efectiva respecto al transporte de ‘atmosféricos’ que recogen distintos tipos de 

residuos, altamente contaminantes para el ambiente, conforme lo ordenado en la resolución 

dictada en los autos principales con fecha 31-08-2010, entre otras. Consecuentemente, deberá 

darse una regularización íntegra del tránsito a lo largo de la Cuenca Hídrica, a través de un 
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adecuado ordenamiento de la red vial, que contemple el transporte pesado, el de pasajeros, el de 

particulares y demás. Por ello, no puede mantenerse una política individual ante esta actividad 

en particular, la cual confluye constantemente y resulta de vital importancia para los demás 

objetivos en cumplimiento…”. 

 A continuación, en el mismo Considerando 8°, se ha 

referido respecto a la extracción y movimiento de suelos: “…la falta de una política 

de ordenamiento del territorio y de ocupación del suelo por parte de las diferentes jurisdicciones 

demandadas y mucho menos aún, que la misma se halle coordinada interjurisdiccionalmente, 

tornándose palmaria la ausencia de un relevamiento de actividades de movimiento o extracción 

de suelo, diagnóstico de las minas y tosqueras existentes en la Cuenca, en sus tres sub-cuencas, 

como tampoco se ha conformando un banco de tierras donde pueda constatarse el estado de 

necesidades actuales y futuras en la temática. Que no obstante lo antedicho, respecto de la 

problemática en la cuestión de suelos, puede advertirse un alto grado de peligrosidad ambiental, 

la cual se ha ido atendiendo judicialmente, con un dispendio innecesario e inocuo a los fines 

últimos, suscitando casos como la causa N° 07/09, caratulada ‘Liguoro’ o en la causa N° 

12/09, caratulada ‘Rodríguez’, donde se ha podido constatar la ausencia de control o 

regulación por parte de uno de los Estados parte. Que ante todo ello, no puede soslayarse la 

existencia de gran cantidad de canteras y tosqueras, presentes a lo largo y a lo ancho de la 

Cuenca, como la imposibilidad del recurso hídrico para seguir soportando una mayor carga. Que 

por ello será preciso realizar un mapa georreferenciado y correctamente discriminado, donde 

consten la totalidad de los emprendimientos existentes en la Cuenca, con detalles particulares de 

cada uno que describan las condiciones actuales de profundidad, tiempo de explotación, impacto 

ambiental acumulado, posibilidades futuras de crecimiento y/o remediación necesaria, 

considerándose todo ello en el marco de la ‘Evaluación Ambiental Estratégica’ y disponiéndose 

un Plan Director en la materia que contemple las remediaciones necesarias en términos generales 

y particulares…”. 

Debe destacarse especialmente aquella resolución, siendo 

que en la misma se ha particularizado respecto al caso aquí tratado, al referir que: 

“…Cabe en ese sentido señalar el caso de la Autopista Presidente Perón donde, según lo 

informado por la ACUMAR, se profundizaran los reservorios para darle aprovechamiento en 

la prosecución del objetivo relativo a los desagües pluviales y la utilización de la tierra para la 

construcción de la mencionada autopista. En ese entendimiento resulta imperioso dejar sentado 
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que de acá en más ya no se permitirá la presencia de nuevas explotaciones y extracciones de 

suelo -tosqueras- a lo largo de la Cuenca hídrica, debido a la cantidad de emprendimientos 

existentes en forma regular, sumado ello a la posibilidad de existencia de emprendimientos 

ilegales, que conforme el control que hoy ejercen las jurisdicciones no se puede asegurar que se 

posea conocimiento fehaciente de la realidad. Consecuentemente, no corresponde permitir la 

creación de nuevos emprendimientos de ese tipo, y debe exigirse un exhaustivo relevamiento y 

control en toda el área de la cuenca, a los fines de permitir agotar las tosqueras legales que 

actualmente existen y que fueran habilitadas en el pasado; como así también proceder a la 

regularización de las que corresponda y a la definitiva clausura de las ilegales…”. 

Ahora bien, resulta inadmisible que los funcionarios 

intimados oportunamente hayan incumplido una disposición que se ha dictado 

en forma directa y particularizada. Ante este accionar contrario a la ley por parte 

de estos funcionarios y ante la ausencia de informes pertinentes que pongan en 

conocimiento de esta magistratura razones que justifiquen ese incumplimiento, es 

dable concluir que cuanto menos, la misma no ha sido llevada a cabo por razones 

de imposibilidad material -brindando el beneficio de la duda- y dada la gravedad 

que representaría interpretar la desobediencia directa de una orden, que 

conllevaría una investigación de las acciones e implicancias penales que pudieran 

tener. 

Así, todo lo resuelto anteriormente, no hace más que 

anticiparse e intentar evitar la reiteración de hechos como los que en la actualidad 

se detectan, ya no en términos genéricos, sino por referencia particular a la 

actividad y al lugar donde se desarrolla. 

Que en razón de la falencia reiterada, en cabeza de las 

administraciones estatales en su conjunto, es que el Suscripto ha resuelto en 

diferentes ocasiones respecto de esas actividades dentro del ámbito de la Cuenca 

Matanza-Riachuelo, como así también respecto del control de los 

emprendimientos que se desarrollan en ella. 

Que por los hechos presentes, se detecta que no han sido 

aún debidamente constatados los emprendimientos citados, y ante los escasos, 

insuficientes o nulos controles que se han efectuado en distintos 
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emprendimientos, se comprueban deficiencias en las habilitaciones bajo las cuales 

se hallaban funcionando.- 

3°).- Que entrando a analizar la normativa relacionada a las 

actividades mineras de movimiento de suelos, cabe destacar la Resolución 169/09 

del Ministerio de la Producción de la Provincia de Buenos Aires, ha venido a 

regular las normas bajo las cuales se ajustarán las presentaciones de planos de 

labores mineras y planes de explotación para la inscripción en el Registro de 

Productores Mineros, las cuales son de cumplimiento obligatorio, donde se 

establecen diversos requisitos, de los cuales se pueden destacar aquellos que 

refiere el artículo 6° (distancia adecuada respecto de caminos, cerco perimetral, franjas de 

seguridad, taludes, distancia de aguas subterráneas de la explotación, cartelería indicativa, 

pantallas forestales, etc.), todas las cuales pueden y deben verificarse ocularmente por 

parte de las autoridades, en forma periódica. 

Que en razón de la normativa que aquí se refiere, no puede 

limitarse la actividad de control a la mera constatación formal, dado que durante 

la constatación de las actividades, se ha detectado que en la práctica muchos 

emprendimientos se desarrollan mas allá de los permisos conseguidos, 

extendiéndose en superficie y profundidad, siendo que inician las actividades de 

prolongación, durante la tramitación del permiso correspondiente para ello, es 

decir, en forma irregular. 

Que en este sentido, se encuentran particulares falencias de 

control administrativo por parte de la ACUMAR y la Dirección Provincial de 

Minería de la Provincia de Buenos Aires, encargadas de realizar los controles 

concernientes a la legislación vigente en la materia, cuya omisión ha dado lugar a 

la aceptación pasiva por parte del Estado, de una práctica que se ha vuelto 

ordinaria. Así, sobre diversos emprendimientos que originalmente estaban 

proyectados y aprobados para una extensión y profundidad determinada, puede 

suceder que en la actualidad se desconozcan dichos parámetros. 

Que para dichos casos, un nuevo estudio de impacto 

ambiental puede resultar negativo, superando los valores sostenibles de 

afectación, sin un control que estime la medida del impacto, el pasivo ambiental 

generado por el mismo ni el costo real que acarreará su reparación. 
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Súmase a ello que el material “extra” obtenido de dichas 

actividades podría ser comercializado en forma ilegal, puesto que no están 

controlados desde su extracción, transporte, comercialización o disposición final 

que pudiera resultar. Todo ello, se concreta en una actividad con impacto 

negativo en el ambiente, al cual debe adicionarse, por la falencia de controles 

adecuados, un régimen evasivo que podrían afectar derechos laborales y 

tributarios, por citar ejemplos. 

Por ello, deberá requerirse en forma inmediata la urgente 

intervención de la ACUMAR, y los demás funcionarios involucrados, a los fines 

de profundizar el relevamiento de los emprendimientos que se realicen dentro del 

ámbito de la Cuenca Matanza-Riachuelo y adoptar las medidas preventivas 

necesarias.- 

4°).- Que con fecha 29-07-11 se presentó la ACUMAR  a 

los fines de cumplimentar con la intimación cursada oportunamente respecto del 

relevamiento e identificación de los emprendimientos existentes en la cuenca (ver 

fojas 327/352). Que asimismo y en virtud de las actuaciones labradas por Legajo 

de Actuaciones N° 01/21, caratulados: “Cantera La Tina – Autopista Presidente 

Perón” se presentó la Dirección Nacional de Vialidad informando los sitios de 

extracción de suelos que utilizaran las empresas por ella contratadas a los fines de 

la construcción de la Autopista Presidente Perón (ver fojas 221/223 de ese Legajo).  

De ambos informes surge palmario que existen 

emprendimientos que la ACUMAR no ha relevado, y que ponen en duda la 

legalidad que los mismos poseen -conforme la reglamentación local existente y 

las mandas judiciales oportunamente dictadas-. 

5°).- Por otro lado, ha de destacarse la Resolución 234/2010 

de la Autoridad del Agua, en lo que refiere regula todo espejo de agua de origen 

artificial, dentro de proyectos urbanísticos, donde se establecen diversos 

requisitos, que se detallan al efecto en el artículo 3 de dicha resolución, a la cual 

me remito brevitatis causae. 

Que en esta situación, se encuentran varios 

emprendimientos, que por su actividad poseen términos similares en cuanto al 

movimiento de suelos, respecto de proyectos urbanísticos proyectados dentro del 
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territorio de la Cuenca y particularmente en lo que concierne a la Provincia de 

Buenos Aires. 

En este sentido, con anterioridad se han detectado 

emprendimientos urbanísticos identificados como “countries”, “barrios 

privados” o “barrios cerrados”, donde se ha constatado extracción de tierra en el 

lugar, tareas de movimientos de suelo, rellenado, presencia de maquinaria pesada 

y actividades que alteran las condiciones ambientales de los mismos, su calidad 

paisajística y los servicios ecológicos que prestan, siendo que dicha actividad 

puede traspasar mas allá de la necesidad misma del proyecto urbanístico 

particular. 

Así, en cumplimiento del principio de prevención, que el 

artículo 4° de la Ley General del Ambiente 25.675 exige, ante las posibles 

extracciones clandestinas de suelo por parte de lo que podrían ser canteras 

encubiertas bajo la simulación de proyectos urbanísticos, que luego serán las 

lagunas de esos mismos denominados “countries”, “barrios privados” o “barrios 

cerrados”, es preciso poner especial atención al cumplimiento de lo normado en 

la materia, disponiendo de las medidas que sean necesarias por parte de las 

autoridades, para su adecuado control. 

A todo evento, cabe mencionar el caso que ha ocurrido en 

19-10-09 en la localidad del Tigre, dentro de uno de los barrios privados que 

pertenecen al complejo “Nordelta”, el cual ha tomado connotación nacional, al 

ahogarse cuatro jóvenes dentro de un lago, luego de un accidente 

automovilístico. Al caso, debe preguntarse si sobre tal excavación se ejercieron 

todos los controles necesarios de prevención y seguridad, toda vez que el 

vehículo que llevaba a las víctimas se hundió en las profundidades de un lago 

artificial que iría más allá de una mera laguna ornamental, y que habría poseído 

una profundidad excesiva y sin los perfilados y/o declinación que la 

reglamentación exige.  

Para mayo comprobación, alcanza con visualizar el 

procedimiento llevado a cabo por ACUMAR en un predio identificado como 

“Cantera Lucho” del partido de Cañuelas, donde se procedió a la clausura 

preventiva del mismo, toda vez que resultaba ser una cantera fuera de 
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funcionamiento, poseyendo tres cavas inundadas, y donde se informó se estaría 

proyectando un emprendimiento urbanístico, que no poseía las autorizaciones 

correspondientes para el cambio de actividad (ver fojas 176/202 del Legajo 01/21). 

Con esto se demuestra que existe un vacío legal que no 

regula en forma efectiva y segura las excavaciones que se hacen con fines 

urbanísticos, lo cual podría traer consecuencias negativas.- 

6°).- Que en igual orden de ideas, a fin de prever situaciones 

futuras de daño al ambiente, es destacable el papel jugado por la actividad de 

fabricación de ladrillos. A tenor de ello, se han realizado distintas denuncias, que 

han dado lugar a la investigación de dichas actividades, motivando la necesidad 

de requerir a las autoridades estatales, principalmente aquellas de la provincia de 

Buenos Aires, a regularizar la situación. 

A tal efecto se ha considerado que por resolución 109/2004 

de la Secretaría de Minería, dependiente del Ministerio de Planificación Federal, 

Inversión Pública y Servicios de la Nación, se ha resuelto: “…Inclúyese en la nómina 

de productos obtenidos a partir de minerales, contemplada en el párrafo segundo del Artículo 5º 

del Anexo del Decreto Nº 2686 de fecha 28 de diciembre de 1993, reglamentario de la Ley 

Nº 24.196 de Inversiones Mineras y sus modificaciones, al ladrillo moldeado y cocido o 

quemado…”. Así, habremos de analizar la actividad de fabricación de ladrillos, en 

relación directa al objetivo en tratamiento. 

Que en razón de ello, se han realizado diversos 

relevamientos con intervención de este Juzgado, siendo destacable el realizado 

con fecha 28 de abril del corriente año, por parte de la Delegación de Prevención 

Ecológica en el partido de La Matanza, sobre las laderas del Arroyo Morales, 

tributario del Matanza desde la Ruta 3 hasta la calle Chascomús: “…se detectaron 

vuelcos clandestinos de residuos sólidos urbanos, explotación de las márgenes para producción de 

ladrillos con barro de las costas…”. 

Que ante dichas circunstancias, se observa la necesidad de 

un control efectivo por parte de las autoridades estatales, disponiendo de las 

medidas que sean necesarias por parte de las autoridades, para su adecuado 

control. 
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También debe dejarse en claro que la ACUMAR resulta ser 

la autoridad competente para realizar los controles antes apuntados, ostentando 

las suficientes atribuciones para ello; a lo que debe sumársele la facultad de 

articulación de acciones con los demás organismos locales tendientes a la mayor 

efectividad posible.- 

7°).- Que a todo lo referido ut supra, se ha efectuado un 

perjuicio en el ambiente, referente a lo cual cabe estar a lo reglado por el art. 31 

de la Ley General de Ambiente, por el cual si no fuere posible la determinación 

precisa de la medida del daño, todos serán responsables solidariamente de la 

reparación frente a la sociedad, sin perjuicio, en su caso, del derecho de 

repetición entre sí. En el caso de que el daño sea producido por personas 

jurídicas, la responsabilidad se hará extensiva a sus autoridades y profesionales. 

En referencia a ello, es positiva la doctrina que sostiene la 

necesidad de incluir una condena solidaria para el conjunto de sujetos que frente 

a la sociedad deben responder los daños colectivos, principalmente cuando no es 

posible determinar con exactitud la medida de aportación del daño por parte de 

cada uno de los sujetos responsables, pero además porque es frecuente que un 

daño o pasivo ambiental derive de un conjunto de hechos. 

Que es así como surge la necesidad de analizar la existencia 

de pasivos ambientales provocados por las actividades de movimiento de suelos a 

lo largo de la Cuenca Matanza-Riachuelo, y por ende corresponde exhortar a la 

ACUMAR -como autoridad competente- inicie todas las acciones necesarias para 

dar solución final a todos los pasivos ambientales que se constaten dentro de la 

misma. 

Que no obstante las responsabilidades de particulares a que 

den lugares dichos pasivos, ha de estarse en primer término a las propias del 

Estado, las cuales recaen en cabeza de los funcionarios que han realizado 

defectuosamente las actividades encomendadas.- 

8°).- Que en atención a todo lo expuesto, corresponde exigir 

a los Sres. representantes del Poder Ejecutivo Nacional, de la Provincia de 

Buenos Aires y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ante esa autoridad 

(miembros del Consejo Directivo) en la Autoridad de Cuenca Matanza Riachuelo 
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(ACUMAR), al Sr. Director Provincial de Minería de la Provincia de Buenos 

Aires, y al resto de los funcionarios intervinientes, concreten en forma efectiva 

obras materiales que dejen plasmado en el seno de la sociedad toda el real 

cumplimiento de los mandatos establecidos en la presente ejecución de sentencia, 

constituyéndose todo dato fáctico contradictorio a lo denunciado en autos como 

un incumplimiento, lo cual conllevará anexada una incuestionable negligencia que 

la hará pasible de las sanciones previstas en nuestro ordenamiento legal, tanto 

civil como penal. 

Ello así, en aras de lograr el digno mandato que la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación le confiriera al Suscripto, a los fines de poner en 

marcha el plan de saneamiento previsto con hechos notorios, reveladores y 

reparativos para la sociedad en su conjunto, y en especial para los habitantes de la 

Cuenca Hídrica Matanza-Riachuelo, es que: 

RESUELVO: 

I.- Reiterar la prohibición de nuevas actividades de 

movimiento de suelos en el ámbito de la Cuenca Hídrica Matanza-Riachuelo, 

comprensiva de la totalidad del territorio de la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires y de los Municipios de Avellaneda, Lanús, Lomas de Zamora, Almirante 

Brown, Esteban Echeverría, Ezeiza, La Matanza, Merlo, Morón, Cañuelas, 

General Las Heras, Marcos Paz, Presidente Perón y San Vicente.- 

II.- Requerir al Sr. Presidente Ejecutivo de la Autoridad 

obligada, Lic. Oscar Deina; al Sr. Secretario de Planificación Estratégica de la 

misma Autoridad, Sr. Carlos Balor; a los miembros integrantes del Consejo 

Ejecutivo de la Autoridad de Cuenca, Ing. Eduardo Vilchez, Dr. Fernando 

Nunes, Dra. Liliana Baronello, Dr. Sergio Félix, Dr. Luis Gómez Carvallo, Dra. 

Grisela García Ortiz, Arq. Amilcar López; y al Director Provincial de Minería de 

la Provincia de Buenos Aires, Sr. Eduardo Marcelo Santillán, realizar las gestiones 

pertinentes ante los Estados que la componen, para evitar la prolongación de las 

actividades existentes que no cuenten con habilitación definitiva para la misma o 

que estén realizando la actividad más allá de lo permitido; conforme surge de los 

Considerandos de la presente, debiendo informar el estado de avance de las 

gestiones.- 
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III.- Requerir al Sr. Presidente Ejecutivo de la Autoridad 

obligada, Lic. Oscar Deina; al Sr. Secretario de Planificación Estratégica de la 

misma Autoridad, Sr. Carlos Balor; a los miembros integrantes del Consejo 

Ejecutivo de la Autoridad de Cuenca, Ing. Eduardo Vilchez, Dr. Fernando 

Nunes, Dra. Liliana Baronello, Dr. Sergio Félix, Dr. Luis Gómez Carvallo, Dra. 

Grisela García Ortiz, Arq. Amilcar López; y al Director Provincial de Minería de 

la Provincia de Buenos Aires, Sr. Eduardo Marcelo Santillán, a que en forma 

conjunta realicen un nuevo relevamiento de emprendimientos de actividades de 

movimiento de suelos, en el término de treinta (30) días, el cual deberá ser 

realizado en forma exhaustiva e intensa, debiéndose informar de forma inmediata 

ante el hallazgo de un emprendimiento o actividad que se halle fuera de los 

parámetros legales. Para ello, deberá realizarse un control in situ de los 

emprendimientos habilitados a los fines de constatar que den cabal cumplimiento 

a toda la normativa vigente. 

Para el caso de que se constatar emprendimientos que no 

posean habilitación, o que no cumplan cabalmente con toda la normativa que 

regula esa actividad, o  que  se  hallaren  explotando  más  allá  de  lo  permitido   

-extensión, profundidad y demás- deberá proceder a su clausura preventiva en 

forma inmediata y al secuestro provisorio de la maquinaria, materiales, 

documentación y demás elementos de interés, con comunicación a este Juzgado; 

conforme la reglamentación que rige la materia.- 

IV.- Requerir a los funcionarios antes mencionados, la 

realización de un relevamiento de emprendimientos similares, que por su destino 

o actividad, puedan incurrir en movimiento de suelos, ya sean denominados 

“countries”, “barrios privados” o “barrios cerrados”, como así también de los 

emprendimientos donde se desarrollen actividades de fabricación de ladrillos, 

conforme surge de los Considerandos 5° y 6° de la presente resolución; todo ello 

en el término de treinta (30) días.- 

V.- Hacer saber a los funcionarios intimados que deberán 

dar cumplimiento a lo antes ordenado bajo apercibimiento de aplicar la sanción 

de multa por la suma de PESOS QUINIENTOS ($ 500), por cada día de 

incumplimiento de la orden que fuera impartida, la cual deberá ser abonada de su 
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propio peculio, hasta tanto se dé su inmediato y eficaz cumplimiento; la cual 

resultará operativa a partir de su notificación.- 

VI.- Hacer saber que para el caso de dejarse sin efecto la 

eventual sanción que se imponga, y constatarse nuevamente su incumplimiento, 

el mismo importará la aplicación efectiva de una nueva sanción de multa, la cual 

se hará efectiva en forma automática y por un monto de PESOS UN MIL ($ 

1.000) por cada día de incumplimiento, y se incrementara en forma progresiva en 

caso de continuar su reticencia.- 

VII.- Exhortar a la Autoridad de Cuenca contemplada en la 

Ley 26.168 (ACUMAR), inicie todas las actividades de reparación de los pasivos 

ambientales provocados por las actividades de movimiento de suelos, realizados 

en la Cuenca Matanza-Riachuelo.- 

VIII.- Hacer saber a la Autoridad de Cuenca contemplada 

en la Ley 26.168 (ACUMAR) que a los fines de poder verificar y comunicar el 

avance que se vaya logrando en cumplimiento del digno mandato de la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación, y las resoluciones que en consecuencia dicte el 

Suscripto, deberá publicarse en el sistema de información pública que se adopte, 

en la página Web de la ACUMAR y en cualquier otro medio de publicidad que 

sirva a la difusión del cumplimiento de los mandatos judiciales.- 

IX.- Regístrese, notifíquese por Secretaría y agréguese copia 

de la presente a los expedientes que correspondan. Comuníquese para su toma de 

razón a la Corte Suprema de Justicia de la Nación mediante atenta nota de estilo.- 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Registrado bajo el Nº /11. Conste. 


